
Introducción
Las modificaciones incorporadas en las com-
pras públicas colombianas, en el período 2007
a 2019, establecieron el modelo de centraliza-
ción para la adquisición de bienes y servicios
de características técnicas uniformes y de
común
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utilización. El esquema de compras estatales
concentradas se ha implementado en varios
países en los que se presentan coincidencias
y diferencias. La normatividad nacional creó
el ente encargado del diseño y el
procedimiento para el mismo.
Metodología
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El modelo de compras concentradas adoptado
en Colombia permitió el desarrollo de la inves-
tigación mediante una metodología explora-
toria, con el propósito de establecer las formas
de centralización incorporadas en el ordena-
miento interno en el período 2007 a 2019. De la
misma manera, se observaron las bondades
olos aspectos negativos del procedimiento en
las experiencias de otras latitudes que posibili-
taron establecer parámetros o variables de es-
tudio y evidenciar algunas ventajas, así como
afectaciones derivadas de la concentración de
las compras públicas en empresas clasificadas
como pequeñas y medianas —pymes—.

La observación en el esquema de compras
concentradas posibilitó sintetizar y fundamen-
tar las variables encontradas, así como las con-
clusiones académicas que pueden incidir eco-
nómica, social y jurídicamente, por los efectos
derivados del modelo adoptado en dichos con-
textos.

Resultados
Las formas de centralizar las compras públicas
en diversos países presentan coincidencias y
diferencias [gráfica 1]. Regularmente, concen-
tran los requerimientos en agencias de contra-
tación o equivalentes que determinan los bie-
nes y servicios que hacen parte de un acuerdo
oconvenio que agrega la demanda.

Gráfica 1. Tipos de centralización de compra
pública

En el período objeto de estudio, se advierten
dos modelos de centralización en Colombia:
el primero, en la Ley 1150 de 2007, que
determi- nó el uso obligatorio para las
entidades de la rama ejecutiva del orden
central; el segundo,
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en la Ley 1955 de 2019, que reformó y amplió el
uso de acuerdos marco de precios de manera
obligatoria para todas las entidades sometidas
al Estatuto General de Contratación de la Ad-
ministración Pública.

En la centralización como en la descentraliza-
ción del proceso de compra pública se presen-
tan ventajas y desventajas, así como prácticas
colusorias, corrupción y favoritismo:

Suele mencionarse que el mayor volu-
men que se logra al realizar las compras
de forma centralizada genera ahorros en
los costos, sea por la mayor eficien- cia
que se logra al manejar cantidades
mayores, o por el mayor poder de nego-
ciación que, como comprador, logra el
sector público en tal caso. Además, las
ganancias de eficiencia pueden surgir
debido a que el carácter común de la
compra a varias agencias o jurisdicciones
fuerce la estandarización de los bienes o
servicios que se adquieren. Sin embargo,
aparece un trade-off básico, asociado a
que la mejor y más precisa información
sobre las necesidades que la adquisición
satisface muy probablemente se obten-
ga de manera descentralizada. En mu-
chas circunstancias, la transmisión de
dicha información a una agencia central
de compras puede resultar dificultosa o
costosa. Los actores del proceso, tanto a
nivel central como a nivel local o de cada
agencia, cuentan además con intereses
estratégicos no necesariamente coinci-
dentes a la hora de favorecer la transmi-
sión de dicha información… Sin embargo,
tanto el favoritismo como la corrupción
pueden aparecer cualquiera que sea el
nivel en el que la compra se realice, aun-
que seguramente de formas diferentes.
(UNSAM - Documento de Trabajo No. 1,
2010, pp. 8-9)

Colombia, en la evaluación del Índice de Per-
cepción de la Corrupción IPC-2019 entre 180
países, en una escala de 0 [corrupción
elevada] a 100 [sin corrupción], obtiene 37
puntos y una ubicación en el puesto 96,
resultado del que se evidencia un
estancamiento en la evaluación del país
desde el 2012 [tabla 1]. Chile, en el mis- mo
período, mejora su ubicación en el ranking y
Dinamarca, pese a disminuir un punto, se
mantiene en el primer puesto con Nueva Ze-
landa.
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Tabla 1. Resultados índices de percepción de la
corrupción

Como se advierte por el Banco Interamericano
de Desarrollo —BID— (2018), la Organización de
Estados Americanos y la Red Interamerica-

Transparencia Internacional señala en el Índice
de Percepción de la Corrupción (IPC de 2019)
que más de dos tercios de los países presentan
estancamiento o retrocesos en los resultados
contra la corrupción; igualmente precisa que
[gráfica 2] “La ciudadanía está cansada de la
corrupción… que impiden el acceso a servicios
públicos básicos como la salud y la educación.
Esta frustración alimenta una creciente des-
confianza en el gobierno y debilita, aún más, la
confianza pública en los líderes políticos, los
funcionarios electos y la democracia” (IPC, 2019,
p. 4).

Gráfica 2. Correlación entre confianza en el
gobierno nacional y liderazgo
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Contexto Normativo

El Estatuto General de Contratación de la Ad-
ministración Pública 2 estableció la compe-

tencia para realizar la contratación en las que
denominó entidades estatales y de manera
general en los organismos y dependencias del
Estado con capacidad legal para tal propósito.
En tal sentido, cada ente estatal —de acuerdo
con sus atribuciones y sus necesidades parti-

na de Compras Gubernamentales (OEA & RICG,
2015), entre otros, los modelos de centraliza-
ción podrían generar restricciones en la parti-
cipación de pequeñas y medianas empresas.
Algunos países como Perú, Ecuador —entre
otros— han implementado medidas que bus-
can motivar la participación de los segmentos
empresariales referidos.

Discusión

País / Año

Dinamarca

Nueva
Zelanda

Chile

Colombia

Perú

2019

87 (1)

87 (1)

67 (26)

37 (96)

36 (101)

2018

88 (1)

87 (2)

67 (27)

36 (99)

35 (105)

2017

88 (1)

89

67 (27)

37 (96)

37

66

37

35

2016

90

90

70

37

36

2015

91

91

73

36

38

2014

92

91
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36

38

2013

91

91

72

36

38

2012

90

90

Fuente. Elaboración propia a partir de información
de Transparencia Internacional (IPC 2012 a 2019).

Fuente. Encuesta Mundial Gallup 2018. (OECD &
BID, 2020, p. 171).

2 Ley 80 de 1993, por la cual se expide el Estatuto General
de Contratación de la Administración Pública.



culares— adelanta sus procesos de escogencia
y, en consecuencia, celebra los contratos res-
pectivos.

La Ley 1150 de 2007 modificó el estatuto de
contratación al establecer, entre otros, moda-
lidades de selección como lo son la licitación
pública, el concurso de méritos, la selección
abreviada y la contratación directa. En el pro-
cedimiento de selección abreviada, estableció
como una de sus causales la adquisición o su-
ministro de bienes y servicios de característi-
cas técnicas uniformes y de común utilización
[BSCTUCU]. Igualmente, la reforma del 2007
determinó la realización de actos y procedi-
mientos derivados de la etapa precontractual y
contractual por medios electrónicos a través
del Sistema Electrónico para la Contratación
Pública —SECOP—.

La adquisición o suministro BSCTUCU se rea-
liza, entre otros, mediante compra por catálo-
go derivada de acuerdos marco de precios 3. El
diseño, la organización y la celebración de los
acuerdos estarían a cargo de la entidad o en-
tidades que determinará el Gobierno nacional
y su uso sería obligatorio para las entidades
de la rama ejecutiva del orden central
sometidas al estatuto de contratación 4. Se
advierte un primer espacio normativo de
obligatoriedad de los acuerdos en el nivel
central de la rama eje- cutiva.

Mediante el Decreto 4170 de 2011, el Gobierno
Nacional creó la Agencia Nacional de Contra-
tación Pública —Colombia Compra Eficien- te
— como ente rector en materia de compras
públicas. Entre sus funciones, argumentó la de
diseñar, organizar y celebrar los acuerdos
marco de precios. Los acuerdos que centrali-
zan las compras resultan obligatorios para las
entidades de nivel central de la rama
ejecutiva, lo cual permitió desarrollar la
primera forma de concentrar las compras
públicas de BSCTUCU en un solo ente y con la
obligatoriedad de uso para los organismos
que hagan parte del nivel referido.

Al verificar algunas disposiciones reglamen-
tarias inicialmente establecidas en el Decreto
1510 de 2013 y ahora compiladas en el Decreto
1082 de 2015, claramente se observa una cen-
tralización del proceso mencionado en Colom-
bia Compra Eficiente, al indicar de manera ca-

3

67

La centralización en las compras públicas se ha
incorporado en varios países a través de agen-
cias de contratación o equivalentes, que cele-
bran acuerdos o convenios marco que agregan
una demanda gubernamental y determinan los
bienes o servicios que hacen parte de los
mismos. En algunos casos se centraliza en una
sola entidad que normalmente es la misma
agencia y en otros en diversos entes guberna-
mentales o grupos de entidades. El uso de los
convenios o acuerdos puede ser obligatorio en
ciertos niveles o sectores. Con respecto a los
entes no obligados, mantienen la autonomía
para realizar directamente procesos o podrán
adherirse voluntariamente a los convenios o
acuerdos existentes. Los esquemas adopta- dos
presentan diferencias y coincidencias, así como
importantes experiencias derivadas de su
utilización que reflejan las bondades o as-

tegórica que diseña y organiza el proceso de
contratación, identifica los bienes o servicios
de condiciones técnicas uniformes, celebra el
acuerdo marco, publica los catálogos que re-
sultan obligatorios para las entidades
determi- nadas en la ley y determina el valor
de garantía única, entre otros.

La Ley 1955 de 2019, entre las modificaciones a
la Ley 1150 de 2007, replantea y amplía la forma
de concentrar las compras públicas al exponer
que “el reglamento establecerá las condicio-
nes bajo las cuales el uso de acuerdos marco
de precios se hará obligatorio para todas las
entidades sometidas al Estatuto General de
Contratación de la Administración Pública 5”. En
consecuencia, al continuar Colombia Com- pra
Eficiente como el ente encargado de la ce-
lebración de los acuerdos marco de precios, se
centralizaría toda la contratación de BSCTUCU
de las entidades en los diferentes niveles y ór-
denes del país en un solo organismo; es decir,
que en las demás contrataciones las entidades
mantienen la autonomía para realizar el proce-
dimiento que corresponda. Asimismo, la refor-
ma del 2019 establece que, ante la ausencia de
acuerdo, los organismos autónomos, las ramas
legislativa y judicial y las entidades territoriales
podrán diseñar, organizar y celebrar sus pro-
pios acuerdos marco.

La Centralización en las Compras
Públicas
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pectos negativos de su implementación y uso.

Muchos países europeos, incluyendo el Reino
Unido, Francia, Italia, Finlandia, Dinamarca,
Suecia y Austria han establecido ya agencias
centrales de aprovisionamiento. En el sistema
centralizado, una única agencia pública nego-
cia la adquisición de grandes volúmenes de
suministros para el abastecimiento de todo el
sistema. La agencia negocia contratos de pro-
visión de ciertos bienes a determinado precio
y condiciones y los pone a disposición de to-
das las unidades de la administración pública,
quienes utilizan esos contratos para sus com-
pras (INAP, 2012, p. 4)

Precisa el Banco Interamericano de Desarrollo
—BID— (2017) que en el modelo de Uruguay
cualquier entidad gubernamental que sea or-
denadora del gasto puede celebrar convenios
marco y otras entidades pueden adquirir los
bienes y servicios que hacen parte de los mis-
mos. Igualmente, afirma que las agencias de
contratación pública centralizadas en sus ob-
jetivos buscan “mejorar el valor por dinero en
las compras públicas a través de múltiples he-
rramientas” (p. 7).

Las normas y los reglamentos para asegurar el
mejor valor por el dinero público deben con-
siderar que la obtención del mejor precio res-
tringe la participación de las empresas peque-
ñas, las cuales no son competitivas frente al
costo que ofertan las empresas que manejan
economías a gran escala o automatizadas. Im-
plementar medidas para permitir el acceso a
micro, pequeñas y medianas empresarias ga-
rantiza la participación de empresarias emer-
gentes (BID, Toolkit, 2018, pp. 19 -20).

Como estrategias para incentivar la participa-
ción de empresas de menor tamaño, el BID
(Toolkit, 2018) expone que en Ecuador se im-
plantaron los catálogos dinámicos inclusivos
que permiten la “selección para convenio mar-
co con reserva de mercados a las micro y pe-
queñas empresas” (p. 22); en Perú la oferta por
volúmenes parciales [gráfica 3] es uno de los
instrumentos para contrarrestar las limitacio-
nes de escala, que establece “la subdivisión de
la compra en contratos más pequeños, con el
objetivo de motivar la presentación de empre-
sas que no cuentan con la escala de produc-
ción necesaria para realizar una oferta por el
total” (p. 24).
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Gráfica 3. Ventajas y desventajas para favore-
cer la participación de sectores desfavorecidos

Adicionalmente, el BID (Toolking, 2018) preci- sa
que, en los modelos de compra pública de
Ecuador, Perú, Brasil, Chile y República Do-
minicana se estructuraron herramientas que
posibilitaron la participación de la mujer en las
compras públicas al identificar en las mu- jeres
que dirigen mipymes barreras de finan-
ciamiento y tecnología entre otras. En el caso
chileno, se desarrollaron con fundamento en la
Convención para la eliminación de todas las
formas de discriminación contra la mujer que
ratificó Chile en 1990, recomendaciones de la
Organización para la Cooperación y el Desarro-
llo Económico — OCDE— (2020) y regulación
interna. Los diversos modelos adoptados arti-
cularon con las políticas de micro, pequeña y
mediana empresa en las compras públicas.

Las características específicas de los mercados
de compras públicas en gran parte determi-
nan los atributos básicos de su Proceso de For-
mación de Políticas Públicas [PFPP] asociado.
Primero, aparece la disyuntiva entre centralizar
odescentralizar el Sistema de Compras Públi-
cas. Por un lado, un sistema centralizado im-
plica la posibilidad de generar economías de
escala —a mayor cantidad, menores costos—
en la adquisición de bienes y servicios. Por otro
lado, un sistema descentralizado posibilita una
mejor información sobre qué bienes, cómo y
cuándo adquirirlos. Este trade off entre esca- la
e información determina en gran parte los
márgenes para la aparición de prácticas colu-
sivas y corrupción en el proceso de compras
públicas (UNSAM - Documento de Trabajo No.
4, 2011, p. 11).

Las necesidades de los órganos gubernamen-
tales del nivel central no siempre coincidirán
con los requerimientos de las autoridades lo-
cales o territoriales. La focalización e identifica-
ción de los mismos requiere de tratamientos
diferentes que permitan adelantar los proce-
sos de selección quizás más ajustados a las
particularidades propias del ente contratante.
En consecuencia, no siempre la estandariza-
ción de los bienes y servicios es conveniente
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para todas las entidades que conforman la ad-
ministración.

Suele mencionarse que el mayor volumen que
se logra al realizar las compras de forma
centralizada genera ahorros en los costos, sea
por la mayor eficiencia que se logra al mane- jar
cantidades mayores, o por el mayor poder de
negociación que, como comprador, logra el
sector público en tal caso. Además, las ga-
nancias de eficiencia pueden surgir debido a
que el carácter común de la compra a varias
agencias o jurisdicciones fuerce la estandari-
zación de los bienes o servicios que se adquie-
ren. Sin embargo, aparece un trade-off básico,
asociado a que la mejor y más precisa informa-
ción sobre las necesidades que la adquisición
satisface muy probablemente se obtenga de
manera descentralizada. En muchas circuns-
tancias, la transmisión de dicha información a
una agencia central de compras puede resul-
tar dificultosa o costosa. Los actores del proce-
so, tanto a nivel central como a nivel local o de
cada agencia, cuentan además con intereses
estratégicos no necesariamente coincidentes a
la hora de favorecer la transmisión de dicha
información (Arozamena & Weinschelbaum,
2010, p. 8).

El poder de negociación del Estado que sur-
giría del acuerdo o convenio marco podría
ser una quimera. Al respecto, Basualto (2018)
refie- re:

Un convenio marco o una licitación pú-
blica demasiado grande conduce a una
concentración del mercado. Esto es
particularmente delicado, pues es una
consecuencia totalmente contraria a los
objetivos perseguidos por la legislación
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al contemplar el convenio marco como
instrumento para obtener menores pre-
cios. Una de las condiciones necesarias
para obtener mejores precios a partir de
la agregación de la demanda de los or-
ganismos públicos es aumentar el
poder de negociación en el mercado
por parte de la Administración, lo que
requiere una gran cantidad de
oferentes para un mis- mo producto;
por lo mismo, la licitación de un lote
demasiado grande del mismo producto,
al generar las condiciones pro- pias de
un mercado concentrado, genera el
efecto adverso: en vez de tener el po-
der de negociación, la Administración
pasa a ser el sujeto pasivo del poder de
negociación de los oferentes con
capaci- dad de participar en el convenio
marco o en la licitación de grandes
volúmenes de compra. Dada esa
situación, los oferentes tienen mayor
injerencia en la determina- ción del
precio, pujando hacia el alza. (p. 67)

En la misma línea, la Organización de los Es-
tados Americanos y la Red Interamericana de
Compras Gubernamentales (OEA & RICG,
2015) señalaron como obstáculo en las
empresas de menor tamaño en las compras
públicas el: “Tamaño de los contratos.
Algunas pymes no podrán participar en
ciertas compras por no tener la capacidad
productiva para ofertar la totalidad del
contrato” (p. 12). Las pymes ten- drán
mayores dificultades en los modelos de
concentración [gráfica 4] de compras
estatales a través de convenio o acuerdo, lo
que implica la reducción de la competencia
en el respecti- vo segmento del mercado.

Gráfica 4. Tendencias del precio unitario en
mercados diferentes
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Los procedimientos de compra pública con-
centrada deben ser cuidadosos de generar
prácticas que conlleven al cierre del mercado
público, lo que afectaría la participación de
empresas clasificadas pequeñas y medianas.
Por otra parte, el poder de negociación del
Estado se perdería por la ausencia de compe-
tencia y resultaría efímera la búsqueda de un
menor precio.

La concentración del mercado al agregar la
demanda mediante acuerdos o convenios
podría afectar la libre competencia, toda vez
que los oferentes que integraron uno de estos
acuerdos se robustecen de experiencia para
próximas convocatorias; esto ocasionaría un
eventual cierre del mercado, dominado por uno
—monopolio— o pocos —oligopolio—. Lo
anterior generaría una situación que además
afectaría la participación de empresas clasifi-
cadas como pymes, las cuales seguramente
encontrarán dificultades para competir a gran
escala por las barreras asociadas a financia-
miento, tecnología, tamaño del contrato, entre
otras.

Habida cuenta de la indeseable situación
suscitada por un convenio marco o una
licitación pública cuyo objetivo es adju-
dicar un contrato de volumen demasia-
do grande. Se genera un ambiente con
las condiciones propicias para la prolife-
ración de prácticas reñidas con la libre
competencia: un mercado altamente
concentrado con pocos oferentes es un
contexto ideal para que estos compartan
información relevante en orden a arreglar
los resultados de un proceso licitatorio,
surgiendo acuerdos colusorios con con-
secuencias nocivas para el mercado pú-
blico y formándose así un círculo vicioso.
Son varios los propósitos con los cuales
los concurrentes a un proceso licitatorio
pueden crear una estructura monopóli-
ca, entre los cuales están la repartición de
cuotas de mercado y el hacer fracasar el
proceso competitivo para obtener un
beneficio mayor que el que obtendrían en
competencia efectiva. (Basualto, 2018, p.
68)

El trade off que surge entre centralizar com-
pras públicas, cuyo propósito es lograr los
beneficios de la economía de escala, con res-
pecto a la realización de procesos en forma
descentralizada y autónoma, en
consideración a las particularidades e
información de cada
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ente, donde seguramente resultarán diferen-
cias en sus necesidades, constituye la base de
la política para adoptar el sistema de compras
estatales. Con respecto a lo anterior, Basualto
(2018) precisa: “No basta con que simplemen-
te los bienes o servicios sean homogéneos;
también es necesario que las condiciones en
que se otorga y las necesidades sean similares
entre organismos incluidos en la planificación
del convenio, organismos que suelen ser muy
diversos” (p. 70). Además, cada entidad, al
reali- zar procesos de forma directa, analiza
particu- larmente la conveniencia,
oportunidad y otros factores que solo estas
podrían considerar.

En términos generales, las agencias se encar-
gan de realizar los procedimientos para ce-
lebrar los acuerdos o convenios marco que
determinarán los bienes o servicios que se in-
tegran a los mismos. Estos procesos normal-
mente se adelantan mediante licitación pú-
blica. En consecuencia, el acuerdo o convenio
busca centralizar y agregar la demanda de los
diferentes órganos, sectores o niveles de la ad-
ministración según la legislación interna, don-
de resulta pertinente, por una parte,
garantizar que los bienes o servicios
estandarizados efec- tivamente satisfagan las
necesidades propias de cada ente que haría
uso del mismo; y por otra parte, establecer
mecanismos para incen- tivar la participación
de empresas catalogadas como pequeñas y
medianas, las cuales en el modelo de compras
bajo el esquema centra- lizado encuentran
mayores dificultades o ba- rreras con respecto
a las grandes que terminan por beneficiarse
del modelo de compras refe- rido.

El modelo descentralizado es más rápi-
do en su operación y permite una
mayor especialización de cada
organismo, pero puede centralizar
algunas adquisiciones especiales de
bienes y servicios que ten- gan
características de commodities… La
centralización de compras podría gene-
rar ahorros de escala, pero muchas
veces también favorece la corrupción.
(Pimen- ta, 2002, p. 5)

Los modelos, que podrían denominarse mix-
tos, permitirían garantizar la obtención de las
ventajas de la economía de escala en algunos
casos. Por otra parte, deben incentivar de ma-
nera general y específica en los esquemas de
compra concentrada o agregada mediante
acuerdo o convenio la participación de empre-
sas clasificadas como pequeñas y medianas,
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mediante herramientas que efectivamente
materialicen, además de la participación, la
adjudicación; de lo contrario, la mera presenta-
ción de ofertas haría nugatorio el fin de la polí-
tica que estimula el acceso de dicho segmento
al mercado público.

La centralización de compras podría ge-
nerar ahorros de escala, pero muchas
veces también favorece la corrupción.
Puédase adoptar un modelo mixto, cen-
tralizando solamente unas pocas adqui-
siciones especiales de bienes y servicios,
manteniendo la gran parte del sistema
descentralizado; así es posible, por ejem-
plo, hacer compras centralizadas para
bienes y servicios de mayor valor y com-
pras descentralizadas para bienes y ser-
vicios de pequeño valor y mayor diversifi-
cación de tipos. (Pimenta, 2002, p. 5)

Con respecto a la agregación de la demanda
en la compra pública, la OECD & el BID (2020)
refieren que “puede generar ahorros, mejo-
res precios y eficiencias administrativas. En
comparación, una licitación sin agregación de
demanda suele acarrear mayores costos ope-
rativos, tanto en tiempo como en gasto… Los
acuerdos marco pueden ser una herramienta
poderosa para agregar estratégicamente las
demandas de compras” (p. 164).

El modelo de compras públicas centralizadas
adoptado en la legislación colombiana se uti-
liza para los BSCTUCU según la identificación
que realiza la agencia de contratación Colom-
bia Compra Eficiente al celebrar un acuerdo
marco de precios; el esquema incorporado
centraliza en una agencia única, que además
es la encargada de la política en materia de
compras públicas. En algunos países, existen
órganos oficiales que estandarizan los bienes
oservicios y en otros no. Suárez (2014) expone
que en Perú y Ecuador la responsabilidad de
estandarización es por un órgano guberna-
mental y en Paraguay y Brasil por las especi-
ficaciones practicadas en el mercado y nece-
sidad de los entes. En Colombia no existe una
entidad de tal naturaleza y la obligación de
identificarlo se atribuyó a la agencia de
contra- tación, es decir, que seguiría el
segundo de los modelos referidos.

Para que un sistema de licitaciones cum-
pla con los objetivos deseados y en espe-
cial reduzca la colusión entre los oferen-
tes, se requieren conocimientos técnicos
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para el diseño de las bases que muchas
veces no están al alcance de las
agencias licitantes y que no siempre
prestan las agencias de compras
públicas. (Butel- mann, 2016)

El mecanismo adoptado en Colombia en el año
2007 6 obliga a las entidades del nivel cen- tral
de la rama ejecutiva [gráfica 5] a verificar en sus
procesos de planeación si los BSCTUCU
requeridos hacen parte de los catálogos deri-
vados de un acuerdo marco de precios; en caso
afirmativo, deberán hacer uso de los mismos y
expedir una orden de compra directa.

Gráfica 5. Obligatoriedad de usar acuerdos
marco

Con respecto al uso de los acuerdos marco, la
OCDE y el BID (2020) exponen:

El uso de dichos acuerdos marco es obli-
gatorio para las entidades contratantes a
nivel central del gobierno en el 54% de los
países de América Latina y el Caribe,
como en Colombia y Ecuador. Este es el
caso en el 77% de los países de la OCDE.
En otros casos, las entidades contratan-
tes también pueden utilizar los acuerdos
marco de forma voluntaria, como es el
caso de Brasil y Uruguay.  (OCDE & BID
2020, p. 164)

La modificación del año 2019 7 en la normati-
vidad colombiana determina la obligatorie-
dad de usar los acuerdos marco de precios
por todas las entidades sometidas al estatuto
contractual público; así las cosas, el modelo

6 Implementado porlaLey1150de 2007.Se utilizandesde el año 2013
conforme a la reglamentación adoptada en el Decreto 1510 de 2013.
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Fuente. OCDE-BID (2018). Encuesta sobre Contrata-
ción Pública. (OECD & BID, 2020, p. 165).

7 Ley 1955 de 2019, artículo 41.



de concentración de BSCTUCU deberá obser-
varse en los procesos de requerimiento en las
entidades de todos los niveles y sectores del
país; esto requiere también la implementación
de una política pública que incentive la partici-
pación de las pymes en el modelo de compras
indicado, por cuanto podrían derivarse afecta-
ciones a empresas de menor tamaño, como
de hecho se han presentado por su utilización
en el panorama foráneo, debido a las brechas
que existen entre las pequeñas y medianas
empre- sas con respecto a las grandes.

Como ventajas de la centralización de com-
pras, el Instituto Nacional de Administración
Pública —INAP— (2012) manifiesta que po-
drían o serían, conforme a la literatura de ‘pu-
blic procurement’, las siguientes:

Reducción de precios. El efecto de centraliza-
ción supone que los precios se reducen por la
acumulación de pedidos individuales, los cua-
les permiten reducir costes marginales al pro-
veedor. Por otra parte, el comprador además
logra beneficios en términos contractuales por
el poder del mercado.

Mayor eficiencia administrativa. En la cen-
tralización de compras, los costos y tiempos
administrativos se reducen, por cuanto las
entidades no realizan de forma individual las
licitaciones o convocatorias para el mismo bien
o servicio, por lo que este lo adelanta una sola
unidad de la administración y los demás entes
se adhieren al convenio o acuerdo que resulte.
En el caso colombiano, se centralizan en
Colombia Compra Eficiente y las entida- des
obligadas por ley deben expedir órdenes de
compra directa de los bienes o servicios de
características técnicas uniformes que hagan
parte de los catálogos derivados de los acuer-
dos marco de precios.

Mayor Transparencia. Sobre el particular, la
OCDE argumenta que la transparencia se ma-
terializa por la publicidad de las transacciones,
los controles y la disponibilidad de información
para las auditorías. No obstante, la OECD & BID
(2020), así como Transparencia Internacional
(IPC 2012 a 2019), reconocen en general prác-
ticas corruptas en la gestión gubernamental y
específicamente en los modelos de compras
públicas.

Igualmente, INAP (2012) expresa que, para ma-
terializar los beneficios del modelo de centra-
lización de compras, su implementación debe
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ser cautelosa y cumplir las siguientes condicio-
nes:

Compromiso de las unidades adheridas al
sistema. Si las unidades se abastecen por su
cuenta, el sistema de centralización pierde
efectividad y capacidad. En el caso colombia-
no, el problema está resuelto, puesto que la re-
forma del 2007 determinó la obligación a las
entidades pertenecientes a la rama ejecutiva
del nivel central de utilizar los acuerdos marco
de precios en sus procesos de compra de BSC-
TUCU, los cuales son celebrados por Colombia
Compra Eficiente; con la modificación del 2019,
la utilización es obligatoria para todas las enti-
dades sometidas al estatuto general de contra-
tación pública, es decir, que obligaría a todos
los niveles, sectores y órdenes del país cuando
los procesos de contratación comprendan los
bienes y servicios referidos.

Impacto en la estructura del mercado. El
efecto reconocido puede dejar en condiciones
precarias en los mercados locales a las peque-
ñas y medianas empresas, quienes tendrán
dificultades para acceder a las convocatorias
públicas; de tal manera, las grandes empresas,
por su capacidad financiera, podrán ofrecer
condiciones financieras estrechas con el pro-
pósito de sacar del mercado a las pymes. Esto
les permitirá posteriormente elevar y controlar
precios por eliminación sutil de la competen-
cia. INAP (2012) considera que tal situación po-
dría potenciar las alianzas de las empresas de
menor tamaño para competir con las grandes
empresas, sofisma que resulta un problema
dadas las brechas de infraestructura, finan-
ciamiento, investigación y condiciones de per-
sonal que se presentan entre las pymes con
respecto a las grandes. La Universidad de San
Martín —UNSAM— (Policy Briefs 1, 2011) pun-
tualiza que “Las empresas grandes gozan de
una posición dominante por su conocimiento
sobre la operatoria de las compras públicas, su
adaptación a las exigencias de los procedi-
mientos del Estado y la posibilidad de influir en
las políticas de compras” (p. 4). Al eliminar la
competencia, se afecta la reducción de precios
pretendida con la centralización y, por ende, el
ahorro resulta ilusorio.

Adicionalmente, INAP (2012) dice que las de-
moras en los pagos en tiempo y en forma ha-
cen que los proveedores incurran en mayores
costos de financiación, situación que se pre-
senta en general en las entidades públicas y
puntualmente en el caso colombiano, por
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cuanto los pagos derivados de relaciones con-
tractuales públicas y privadas normalmente
superan los sesenta días; los atrasos afectan a
las pymes, lo cual incide en su flujo de caja y
terminan por acceder al sistema financiero
para sortear tales escenarios, que en definiti- va
generan mayor iliquidez, endeudamiento y
pago de intereses.

La situación financiera de las pymes se ve
afectada cuando los sistemas de pago
son ineficientes y, especialmente, cuando
no se respetan los plazos esta- blecidos
en los contratos —un fenómeno
recurrente en la región—. Dado que las
pymes no cuentan generalmente con
capital propio suficiente para afrontar la
extensión de los plazos, se ven entonces
obligadas a recurrir a fuentes alternativas
de financiamiento que involucran costos
elevados, afectando negativamente su
posición financiera… Por lo tanto, es reco-
mendable establecer plazos de pago ra-
zonables en todas las compras y contra-
taciones y, de ser posible, instrumentar
pagos fraccionados… Además, cuando se
incurre en demoras injustificadas, el sec-
tor público debería abonar obligatoria-
mente intereses similares a los de merca-
do y actualizar las deudas… En Costa Rica,
el plazo máximo para la cancelación de
facturas es generalmente de treinta días.
Costa Rica y la UE establecen el pago de
intereses en caso de atrasos en el pago.
(UNSAM - Policy Briefs 2, 2011, p. 6)

En cuanto a los acuerdos marco de precios
como instrumento de centralización de las
compras públicas, INAP (2012) asegura que po-
drían presentarse algunas clases comunes:

Acuerdo con un solo adjudicatario. Permite
procesos ágiles en los contratos derivados del
acuerdo y seguramente mejores condiciones
económicas. El procedimiento terminará por
afectar la estructura del mercado, lo cual debe
evitarse; en tal sentido, la determinación de vi-
gencia corta de los acuerdos asegura que no se
expulse del mercado a empresas de menor
tamaño.

Acuerdo marco con por lo menos tres adju-
dicatarios. Los términos del contrato
derivado del acuerdo son uniformes, lo cual
permite ac- tos derivados del mismo con
quienes integran el acuerdo sin requerir de
una nueva selección, de tal suerte que la
ejecución se distribuye en-
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Las fisuras y brechas identificadas en las pe-
queñas y medianas empresas en
comparación con las grandes empresas,
basadas en el acce- so al sistema financiero,
tamaño de los contra- tos y la incorporación
o adaptación a nuevas tecnologías, son
evidentes y constituyen ba- rreras o
limitaciones al momento de participar en las
compras públicas en general y especí-
ficamente en el esquema de compras centra-
lizadas que agregan demanda en acuerdos o
convenios.

La OEA y RICG (2015) refieren otro obstáculo
para las pequeñas y medianas empresas en
las compras públicas: “Tal vez más difícil de
mitigar es la aversión al riesgo por parte de
los compradores, quienes pueden tender a
exigir requerimientos de experiencia [o
financieros] mayores a los necesarios para no
tener que lidiar con pymes —y así tener
menos ofertas que evaluar—” (p. 12).

Reducción de las oportunidades para las
pymes… El uso de herramientas de
compras centralizadas en licitaciones
para convenios marco… puede generar la
exclusión de las pymes del mercado de
los contratos administrativos, ya que es
probable que no puedan cumplir los

tre quienes resultaron adjudicatarios. Con res-
pecto al modelo anterior, podría resultar más
alto el precio.

Acuerdo con términos flexibles. En este even-
to debe realizarse una nueva selección entre
quienes integran el mismo, lo cual permitirá
establecer las condiciones e incluso el precio.
Este es un procedimiento más dispendioso en
principio, pero al permitir la competencia, se-
guramente resultará en mejores precios y evi-
tará negociaciones con condiciones obsoletas
por las dinámicas propias de los mercados.

De las experiencias en los modelos de cen-
tralización adoptados se evidencian aspectos
favorables como negativos del uso de com-
pras públicas concentradas, donde sobresalen
prácticas que lesionan la participación, espe-
cialmente de empresas clasificadas como pe-
queñas y medianas. Asimismo, en términos
generales, en la contratación pública y en el
modelo de centralizar compras, se presentan
prácticas colusorias, actos de corrupción y fa-
voritismo.

Algunas Limitaciones de las Pymes

De-Liberación. Vol. 3. Septiembre de 2026. Bogotá D.C., Colombia. ISSN 3028-6670



criterios de calificación o competir con los
grandes operadores económicos. Las
consecuencias a largo plazo pueden ser
nefastas para la economía de las entida-
des públicas, volviéndose la utilización del
convenio marco en su contra. Dice
Karjalainen que, si el mercado acaba
concentrándose y las pymes quedan fue-
ra, este proceso acabará afectando a los
precios, pudiendo llegar a ofrecer menos
descuentos por los mismos productos,
por lo que desaparecerá la competen- cia
y, sin lugar a dudas, esos beneficios o
ahorros de los que se ha hablado; de esta
forma, los poderes públicos deben tomar
en cuenta el impacto que la centraliza-
ción de compras puede llegar a tener en
el mercado de suministradores. (Basual-
to, 2018, pp. 73-74)

La OEA y RICG (2015) precisan que “el tamaño
de los contratos representa un obstáculo, pues
las pymes no tienen la capacidad productiva
— ni financiera— para satisfacer grandes
deman- das” (p. 42). Dicha situación se
presenta en los modelos de compra pública
centralizada, que agregan la demanda en
acuerdos o convenios marco que buscan los
beneficios de las econo- mías de escala.

No hay duda de que el elevado volumen
de demanda engendrado por la centra-
lización [y que, como se ha señalado, es
una de las bases de ahorro para el siste-
ma] puede dejar en una situación preca-
ria a las pequeñas y medianas empresas
que operan en mercados locales, toda
vez que encontrarían dificultades para
acceder a las licitaciones de la agencia
central. El peligro, obviamente, es que las
grandes empresas, que disponen de
músculo financiero, oferten precios y
condiciones generales de provisión de los
productos afectados capaces de sacar
del mercado a los pequeños y medianos
competidores, aun a costa de soportar
ellas mismas estrechos márgenes duran-
te un tiempo, para poder posteriormente
elevar sus precios en un entorno menos
competitivo. (INAP, 2012, p. 6)

Con ocasión de la pandemia del COVID-19, los
efectos colaterales en las pymes podrían ser
más ostensibles, toda vez que muchas de las
empresas de menor tamaño seguramente no
podrán mantenerse en el tiempo por factores
relacionados con pagos de nómina, seguridad
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social, arriendos de locaciones, créditos ad-
quiridos y otros, que ante las medidas de ais-
lamiento social y confinamiento afectan sus
ingresos operacionales y sus cadenas de pro-
ducción, transferencia y comercialización de
bienes y servicios. En la misma línea, el Banco
Interamericano de Desarrollo —BID— (2020)
expresa: “Hoy más que nunca, las pequeñas y
medianas empresas enfrentarán serias dificul-
tades para soportar interrupciones prolonga-
das de sus actividades, por lo que será nece-
sario identificar alternativas de financiamiento
que permitan disminuir sus posibilidades de
cierre definitivo” (p. 6). En igual sentido, la Co-
misión Económica para América Latina y el Ca-
ribe (CEPAL, N° 1, 2020) puntualizó que la Or-
ganización Internacional del Trabajo —OIT—,
entre los efectos de la crisis sanitaria, indicó que
“El mantenimiento de operaciones será
especialmente difícil para las micro, pequeñas y
medianas empresas” (p. 4). En cuanto a los
mayores riesgos de insolvencia por la irrupción
del COVID-19, la CEPAL (2020) considera que
“será especialmente difícil para las pequeñas y
medianas empresas” (p. 23).

Las condiciones de aislamiento social y confi-
namiento adoptadas por el lapso de algunos
meses en varios países 8 y las medidas de pre-
vención, mitigación y control implementadas
para el corto, mediano y largo plazo, afectan
las condiciones económicas de las naciones al
generar crisis económica y debilitamiento em-
presarial, especialmente en empresas de me-
nor tamaño.

Las pymes, tanto en el panorama nacional
como foráneo, contribuyen en la generación de
empleo y en procesos de emprendimiento e
innovación que a veces quedan rezagados por
circunstancias de orden financiero. En el
panorama nacional, el porcentaje de empresas
clasificadas como micro, pequeñas y media-
nas es amplio en cada categoría con respec- to
a las grandes, donde predominan las micro.
CEPAL (N° 1, 2020) argumenta que en América
Latina y el Caribe casi el 99% de las empresas
son mipyme.

Las medidas de confinamiento y aislamiento
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social modifican sin duda los comportamien-
tos de abastecimiento de bienes y servicios,
así como los modelos de empresa. Al respecto,
CEPAL (N° 1, 2020) afirma que: “El comporta-
miento de las empresas seguirá cambiando
en el sentido de un aumento de la localización
en lugares más cercanos a sus grandes
mercados —nearshoring— y la confianza en
los provee- dores mundiales se deteriorará.
Esto dará lu- gar a lotes de producción más
pequeños, a la pérdida de economías de
escala” (p. 4). Igual- mente, CEPAL (N° 1, 2020)
afirma que la crisis de la pandemia apresurará
cambios en desa- rrollo en la última década y
“las empresas más avanzadas
tecnológicamente aumentarían sus ventajas
en relación con las empresas atrasa- das, en
particular las mipyme” (p. 4).

El COVID-19 llegó en un momento en que la
economía mundial se estaba
desacelerando... La crisis sanitaria ha puesto
de manifiesto la fragilidad del sistema
globalizado y del mode- lo de desarrollo
subyacente. La ruptura de las cadenas de
suministro, la desaceleración del crecimiento
mundial y el desempeño de los mercados
financieros han mostrado que las economías
están expuestas a las vulnerabilida- des
mundiales. Después de la crisis, la comuni-
dad mundial tendrá que afrontar el hecho de
que la globalización no ha funcionado como
se suponía y que es necesario reformarla
profun- damente. (CEPAL, N°1, 2020, p. 14)

Las barreras o brechas identificadas en las py-
mes, con respecto al acceso y financiamiento,
tamaño del contrato y a la adaptación a nueva
tecnología, con respecto a las grandes, afectan
su competitividad en general y en especial en
los modelos de compras centralizadas guber-
namentales de agregación de la demanda.

Algunos Resultados en Indicadores
Tanto en el sistema centralizado como en el
descentralizado de compras públicas se pre-
sentan beneficios y aspectos negativos. Tam-
bién se evidencia que, en los dos modelos,
centralizar o descentralizar la corrupción es un
flagelo en las compras públicas.

En cuanto a la posibilidad de colusión…,
existen efectos en ambas direcciones.
Las compras descentralizadas pueden
reducir, por razones informativas, el nú-
mero de competidores, lo que favorece
los acuerdos colusivos entre ellos. Su
me- nor volumen, no obstante, puede
resultar
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en una mayor participación de empresas
pequeñas y medianas, lo que en muchos
casos es considerado deseable per se. Por
otra parte, la mayor centralización puede,
al manejarse cantidades mayores y
requerir mayor capacidad financiera de
los proveedores, reducir el conjunto de
potenciales proveedores a firmas más
grandes, con contacto frecuente entre
ellas y para las que es más sencilla la co-
lusión. (UNSAM - Documento de Trabajo
No. 1, 2010, p. 9)

Los esfuerzos de los países por combatir las
prácticas corruptas aún son insuficientes y se
presentan en las compras públicas en gene- ral
y en los esquemas de compra concentra- da
mediante agregación de la demanda en
acuerdos o convenios. En términos generales,
las prácticas contrarias al ordenamiento afec-
tan la confianza de los ciudadanos en las ac-
tuaciones del gobierno central y territorial.

La evidencia sobre los factores que in-
fluyen en la confianza para los países de la
OCDE arroja que la integridad pú- blica y
la percepción de corrupción son las
determinantes más importantes de la
confianza en el gobierno (OECD, 2019). De
hecho, si bien la corrupción es un fe-
nómeno que no se limita a los países de
América Latina y el Caribe, los logros del
gobierno en la lucha contra la pobreza, la
desigualdad y otras áreas han sido eclip-
sados en la región por casos de corrup-
ción de alto perfil y acusaciones, los cua-
les generan resultados socioeconómicos
negativos y un descontento generaliza-
do. (OECD & BID, 2020, p. 26)

Izquierdo, Pessino & Vuletin (BID, 2018) esta-
blecen, de acuerdo al indicador para las adqui-
siciones denominado Metodología de Evalua-
ción de Sistemas de Adquisiciones Públicas de
la OCDE, que mide el proceso de compras en
relación con modelos de buenas prácticas, en
una escala de 0 a 3, donde 3 es pleno cumpli-
miento de los estándares, que muchos países
deben mejorar los procesos de adquisiciones,
por cuanto las evidencias en la evaluación
2008-2016 indicaron resultados mediocres en
eficiencia en el ranking. Algunos resultados en
Sudamérica determinaron a Chile en el 2008
con 2,7 y a Colombia en el 2009 con 1,9, cali-
ficaciones que implican que el país debe se-
guir con la incorporación y materialización de
modelos de buenas prácticas en las compras
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públicas y gestión gubernamental en general.
Asimismo, la OECD & el BID (2020) demues-
tran, de acuerdo a datos de confianza inter-
nacional en la Encuesta Mundial Gallup que
contempla países de la OCDE y de América
Latina y el Caribe, que en el 2018 las mayores
reducciones en la confianza se presentaron en
Venezuela, Uruguay y Colombia. Como se ad-
vierte, el país obtiene resultados no favorables
en buenas prácticas y nivel de confianza.

El Índice de Capital Social es calculado a
partir de una serie de preguntas que
evalúan la confianza en las relaciones in-
terpersonales, la fortaleza de las normas
sociales y el nivel de participación cívica
en la sociedad. Por su parte, en el indica-
dor de control de la corrupción, un ma-
yor valor representa una alta capacidad
de los países para impedir que el Estado
se vea capturado por intereses privados…
Países con mayor capital social tienen
mayor control de la corrupción, como es
el caso de Uruguay y Chile, mientras que
México, Brasil y Colombia obtienen resul-
tados inferiores en materia de corrupción
y capital social. (CPC, 2019, p. 87)

En los resultados de mediciones internaciona-
les de Transparencia Internacional (2012 a 2019),
Encuesta Mundial Gallup (2018), Consejo Priva-
do de Competitividad (2019), Organización de
Estados Americanos & Banco Interamericano
de Desarrollo —BID— (2020), entre otros, en
confianza, buenas prácticas y corrupción, Co-
lombia obtiene evaluaciones desfavorables. In-
cluso se advierte que prácticamente se paralizó
en algunas posiciones, lo que evidencia que las
políticas públicas y los ajustes de los diferen-
tes códigos por recomendaciones de organis-
mos internacionales, en los que se han incluido
mecanismos utilizados en otros países y tipifi-
cación de nuevos delitos, son insuficientes; a
ello se suma que, mientras no se cambien las
prácticas contrarias al ordenamiento por algu-
nos ciudadanos y servidores, continuará la ca-
lificación nacional en similares ubicaciones en
los diferentes rankings. Al respecto, el Consejo
Privado de Competitividad (2019) afirma, al ci-
tar a Mayolo, Sánchez y Vela, que “la financia-
ción privada en las campañas políticas puede
incrementar el riesgo de que los privados in-
cidan en la gestión del Estado para recibir be-
neficios como contraprestación a sus aportes,
como por ejemplo el favorecimiento en la ad-
judicación de contratos” (p. 81). Efectivamente,
al concentrar compras puede desconocerse la
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real existencia local por problemas en la infor-
mación o estandarización de productos.
Conclusiones
Los modelos de centralización en las compras
públicas incorporados en diversos países —
Reino Unido, Francia, Italia, Dinamarca, Austria,
Perú, Ecuador, Colombia— presentan coinci-
dencias y diferencias. Normalmente concen-
tran los requerimientos en agencias de contra-
tación o similares que determinan los bienes y
servicios que hacen parte de un acuerdo o
convenio que agrega la demanda; su utiliza-
ción puede ser obligatoria para ciertos niveles
y en otros casos de adherencia voluntaria. Al
centralizar procesos de contratación guberna-
mental, se busca el beneficio de las economías
de escala; la eficiencia en costos y tiempos, por
la reducción de procesos, al agregar la deman-
da de diferentes entes en una agencia; ahorros
en el precio final, por el poder de negociación
de la agencia al actuar como si se tratara de un
solo comprador, así como mejorar el valor por
dinero y mayor transparencia. Por otra parte, la
concentración de compras podría generar
efectos adversos al restringir o reducir la par-
ticipación, especialmente de empresas clasifi-
cadas como pymes. En términos generales, se
advierte de los documentos observados que en
las compras públicas y en los sistemas cen-
tralizados se presentan actos de corrupción. El
esquema que centraliza la compra guber-
namental podría propiciar la colusión y otros
comportamientos que restringen la compe-
tencia. El mercado concentrado posibilita que
los pocos oferentes compartan información,
con el propósito de dirigir los resultados, lo que
facilitaría acuerdos colusorios y, en general,
prácticas restrictivas a la competencia.

El esquema colombiano centralizó los pro-
cesos referidos a BSCTUCU en la agencia de
contratación Colombia Compra Eficiente. En un
primer espacio normativo, de acuerdo con la
legislación del 2007, solo estaban obligadas a
utilizar los acuerdos marco las entidades de la
rama ejecutiva del nivel central. Las demás
entidades conservaron la autonomía de reali-
zar directamente sus procesos de selección, así
como la posibilidad de celebrar sus propios
acuerdos o adherirse a los de la agencia. Con-
forme a la reglamentación, la compra centra-
lizada a través de acuerdo se realiza desde el
año 2013. En un segundo espacio sistemático, la
modificación legislativa del 2019 determinó que
los acuerdos marco son de uso obligatorio
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para todas las entidades sometidas al Estatuto
General de Contratación de la Administración
Pública, es decir, que se extiende su uso en el
territorio nacional en todos los niveles y órde-
nes.

La agencia de contratación colombiana ce-
lebra el acuerdo marco de precios, el cual no
requiere de presupuesto. En el proceso de sa-
tisfacción de necesidades, las entidades obli-
gadas deben utilizar el catálogo de bienes y
servicios derivado del acuerdo mediante órde-
nes de compra directa respaldadas con presu-
puesto de cada ente ordenador del gasto, pro-
cedimiento que se realiza a través del SECOP.
Es decir, que la autonomía de los entes en ma-
teria contractual se coarta al obligarlos a utili-
zar el catálogo de la agencia que concentra los
procesos de bienes y servicios de tal categoría.

Los modelos que centralizan compras públi-
cas, pese a la consecución de beneficios reco-
nocidos, también podrían causar restricciones
en la competencia al expulsar del mercado a las
pymes o eliminar la competencia, lo que
generaría que los pretendidos ahorros propios
de la economía de escala desaparezcan; inclu-
so puede afectarse el precio, con tendencias al
alza por la falta de puja. Asimismo, la concen-
tración del mercado público puede resultar
contraproducente, por el poder de negociación
que adquieren los oferentes con capacidad de
integrar el acuerdo o convenio. Por otra parte,
la centralización podría generar obstáculos por
el tamaño del contrato en las empresas clasifi-
cadas como pymes, relacionadas con su capa-
cidad financiera y productiva, lo cual posibilita
prácticas que afectan la libre competencia. A su
vez, por el tamaño del contrato, los requisi- tos
financieros o de experiencia son más altos e
incluso a veces innecesarios, pero solo con el
propósito de no lidiar con pymes y así las pro-
puestas presentadas serían mínimas. Además,
las grandes empresas pueden ofrecer condi-
ciones estrechas, como una forma sutil de eli-
minar a las empresas de menor tamaño que
encontrarían por sus condiciones particulares
limitaciones para participar, lo que implicaría el
dominio del mercado público por las gran- des
empresas.

La estandarización de bienes o servicios que se
centralizan a través de acuerdos o convenios
debe ser cuidadosa, pues las condiciones o ne-
cesidades no siempre son iguales en el nivel
central con respecto al territorial o local, donde
los intereses estratégicos no son coincidentes
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—incluso varían de una población a otra—, lo
cual determina las particularidades más con-
venientes a la satisfacción de la necesidad y a
los fines propios de la contratación.

La búsqueda de mejorar el valor por dinero po-
dría generar restricciones en la participación de
empresas clasificadas como pequeñas y me-
dianas, las cuales tendrán dificultades de com-
petitividad derivadas de aspectos financieros y
tecnológicos, donde normalmente las grandes
empresas obtienen indicadores que les permi-
ten ofrecer condiciones que no podrían soste-
ner las empresas de menor tamaño. Si bien es
cierto que, a nivel mundial y particularmente
en el caso colombiano, las grandes empresas
corresponden a porcentajes mínimos con res-
pecto a las pymes, más cierto resulta que las
grandes, por sus condiciones financieras y tec-
nologías, acceden sin dificultades a los contra-
tos privados y públicos.

Las barreras y brechas de las pymes en capa-
cidad financiera, acceso al financiamiento,
incorporación o adaptación a nuevas tecno-
logías, afectan su competitividad en general y
específicamente en el modelo de compras
centralizadas que agregan la demanda públi-
ca, lo que genera una posición de privilegio en
las grandes empresas. Adicionalmente, las pe-
queñas y medianas empresas enfrentan otros
problemas de orden financiero, derivados de
las demoras en los pagos por no respetar los
plazos establecidos, lo cual afecta su flujo de
caja por insuficiencia de capital propio, situa-
ción por la que recurren al sistema financiero
y normalmente terminan por agravar la iliqui-
dez, el endeudamiento y el pago de intereses
en ocasiones altos. Algunos países —Costa
Rica y Estados Unidos— establecieron
reconoci- miento de intereses por retardos en
los pagos.
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